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Se dictan normas fiscales 
relativas al funcionamiento 
de territorios indígenas 
y su coordinación con 
las demás entidades del 
Estado. 

DECRETO 0488 DEL 5 DE MAYO DE 2025. MINIS-
TERIO DEL INTERIOR. (DESCARGA DOCUMENTO).

Mediante el Decreto 0488 del 5 de mayo de 2025 el Mi-
nisterio del Interior otorga a los territorios indígenas los 
procedimientos para el ejercicio de competencias y atri-
buciones constitucionales y legales, normas fiscales, 
limitación y coordinación con las demás entidades e 
instituciones del Estado. En tal sentido, la normativa es 
aplicable para los territorios indígenas y a las entidades 
del sector público que sean competentes. 

Por su parte, los territorios indígenas se orientarán por 
su sistema de conocimiento propio, usos, costumbres, 
tradiciones y sistemas propios de regulación, la legis-
lación colombiana vigente, y los principios constitucio-
nales. Adicionalmente, estarán sujetos a principios de 
los cuales se destacan los siguientes: desarrollo propio, 
autodeterminación, coordinación, complementariedad, 
interdependencia, equidad social y equilibrio territorial, 
inclusión y protección, prevalencia de los sistemas re-
gulatorios propios, interpretación cultural, territoriali-
dad e integralidad, voluntariedad y progresividad, entre 
otros. De esta manera, la normativa plantea los siguien-
tes aspectos: 

•	 Formalización de competencias y funciones de 
los pueblos indígenas en el territorio indígena.

De tal manera, se reconoce a los pueblos indígenas el 

INFORMACIÓN JURÍDICA NACIONAL

ejercicio de sus funciones y competencias con la ex-
pedición del acto administrativo de la protocolización 
del acuerdo intercultural por parte del Ministerio del 
Interior. Por su parte, para la expedición del acuerdo 
intercultural, será necesaria la delimitación territorial, 
el censo y el registro del consejo indígena, los cuales 
podrán desarrollarse de forma concomitante. 

•	 Requisitos para la solicitud de formalización de 
competencias y funciones del territorio indígena y 
su delimitación.

Para la solicitud de formalización de competencias, 
funciones y delimitación, los pueblos indígenas, pre-
sentarán a la autoridad competente la solicitud de for-
malización de competencias, la cual deberá incluir los 
siguientes componentes: 

	✓ La especificación de las competencias a asumir, 
con pertinencia cultural y eficiencia administrativa, 
funciones y recursos. 

	✓ Acta de conformación y reglas de funcionamien-
to del Consejo Indígena o como lo denomine el o los 
pueblos solicitantes.

	✓ Definición de la estructura administrativa del te-
rritorio indígena. 

	✓ Plan de vida del o de los pueblos solicitantes, o 
su equivalente.

	✓ Propuesta de mecanismos de coordinación con 

Foto: Freepik.es
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otras entidades, en los asuntos que se requiera. Y au-
tocenso. 

	✓ Propuesta de delimitación del territorio indígena 
en concordancia con la normatividad y la jurispruden-
cia vigente. 

No obstante, cuando el ámbito jurisdiccional del terri-
torio indígena se encuentre en más de un resguardo u 
otras figuras territoriales indígenas, la solicitud deberá 
ser firmada por las respectivas autoridades indígenas. 

En miras, de continuar con el procedimiento de deli-
mitación una vez recibida la solicitud, el Ministerio del 
Interior dará traslado inmediato de los documentos de 
conformación del territorio indígena a la Agencia Nacio-
nal de Tierras.

Procedimiento para el registro del Consejo Indígena.

El registro del Consejo Indígena se llevará a cabo de 
acuerdo con el siguiente procedimiento:

	✓ Mediante actas en la cuales registren la decisión 
autónoma de sus comunidades para ejercer sus 
competencias político-administrativas, así como la 
conformación y el ejercicio de funciones de sus órga-
nos de gobierno, administración y control. 

	✓ Radicación de la solicitud ante la Dirección de 
Asuntos Indígenas, Rom y Minorías DAIRM-del Minis-
terio del Interior, el cual, en un término de (15) días 
hábiles siguientes emitirá el acto administrativo de 
registro del Consejo Indígena, dando publicidad a la 
decisión tomada.  Si hay a lugar a una corrección, se 
realizará en el mismo termino. 

En consecuencia, en ningún caso podrá impedirse el re-
gistro ni la publicidad del acto administrativo respectivo, 
sin perjuicio de los recursos de control de legalidad. 

Proceso de delimitación.

La delimitación tiene como finalidad determinar el ám-
bito geográfico del territorio indígena para el ejercicio 
de las competencias político-administrativas especia-
les por parte de los Consejos Indígenas. Dicha delimita-
ción, no implica el reconocimiento o desconocimiento 
de derechos de propiedad colectiva o individual sobre la 
tierra, ni tampoco restringe el reconocimiento o protec-
ción de los espacios físicos o geográficos ancestrales y 
de importancia cultural de las comunidades indígenas. 

En consiguiente, los términos del proceso contempla-
do son los siguientes:

	✓ Recepción de traslado de la solicitud por parte de 
Ministerio del Interior. 

	✓ La Agencia Nacional de Tierras - ANT realizará un 
estudio técnico que contendrá la delimitación del te-
rritorio indígena que se pone en funcionamiento, los 
planos y los linderos. Para tal efecto, podrá solicitar 
como insumo al IGAC la cartografía básica existente 
a la escala disponible. 

	✓ El procedimiento de delimitación, en su totalidad, 
no podrá exceder cuarenta y cinco (45) días hábiles. 
En caso de ser necesario realizar una visita técnica 
se adicionarán cuarenta (40) días no prorrogables. 

	✓ La ANT remitirá al Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística - DANE la delimitación de-
finitiva del territorio indígena que se pone en fun-
cionamiento, junto con los insumos poblacionales 
aportados en la solicitud. 

	✓ El DANE contará con quince (15) días hábiles para 
expedir la certificación. Para ello, tendrá en cuenta el 
censo nacional de población y vivienda más recien-
te, el autocenso y otras fuentes de información esta-
dística existentes.

Finalmente, una vez se termine el trámite señalado, la 
ANT expedirá el acto administrativo, el cual será notifi-
cado al representante legal del territorio indígena me-
diante el cual se pone en funcionamiento registrado 
ante el Ministerio del Interior, y el acto administrativo 
será comunicado a la DAIRM, al DANE, al IGAC, al De-
partamento Nacional de Planeación - DNP Y al Ministe-
rio de Hacienda y Crédito Público.  Así mismo, corres-
ponde a la ANT garantizar que, en el marco del debido 
proceso, se ejerza publicidad del acto administrativo 
de delimitación del territorio indígena por los medios 
adecuados y definidos en la normatividad vigente. 

Acuerdo intercultural.

El Ministerio del Interior protocolizará mediante la ex-
pedición de un acto administrativo el acuerdo intercul-
tural en el que se formalizarán las competencias y fun-
ciones del territorio indígena, y en particular dispondrá:

	✓ Las competencias y funciones que asumirá el te-
rritorio indígena y los mecanismos de coordinación 
y articulación con las entidades territoriales a que 
haya lugar. 
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	✓ La integración del Consejo Indígena respectivo o 
estructura equivalente según los sistemas de cono-
cimientos propios, y la designación del representante 
legal del mismo, quien en adelante será el represen-
tante legal del territorio indígena. 

	✓ El régimen administrativo del territorio indígena. 
	✓ Un plan de fortalecimiento institucional, especifi-

cando las acciones y el presupuesto requerido para 
el efecto, con cargo a los recursos del territorio indí-
gena. 

Áreas sagradas o de especial significado cultural.

Las áreas sagradas o de especial significado cultural 
que no tengan continuidad geográfica con un territorio 
indígena y/o que no sean de ocupación permanente 
de los pueblos indígenas respectivos, estarán sujetas 
al artículo 32 de la Ley 2294 de 2023. Las funciones y 
competencias se ejercerán bajo los principios de coor-
dinación, concurrencia y subsidiariedad entre el terri-
torio indígena puesto en funcionamiento y las demás 
entidades territoriales. 

Competencias generales del territorio indígena.

El territorio indígena ejercerá las competencias de 
acuerdo con Constitución Política y en el ámbito de su 
autonomía para la gestión de sus intereses en el marco 
de sus planes de vida, dentro de las que se encuentran 
las siguientes: 

	✓ Establecer su régimen interno que permita gober-
narse por Autoridades Propias de acuerdo con la Ley 
de Origen, Palabra de Vida, Deber y Derecho Mayor 
y/o Derecho Propio, en armonía con la Constitución 
Política, el bloque de constitucionalidad, la legislación 
nacional e internacional. 

	✓ Definir, ejecutar y evaluar las políticas económi-
cas, sociales, ambientales y culturales propias en el 
marco de los planes de vida, en los respectivos terri-
torios en armonía con la legislación nacional, y con-
forme a los principios de coordinación, concurrencia 
y subsidiariedad.

	✓ Darse sus estructuras de gobierno propio y de 
coordinación para efectos del desarrollo de sus res-
pectivas competencias. 

	✓ Percibir y administrar los recursos provenientes 
de fuentes de financiación públicas y/o privadas para 
el desarrollo de sus funciones y competencias de 
acuerdo con lo establecido en este decreto. 

Competencias generales del Consejo Indígena. 

El Consejo Indígena del territorio indígena como ente 
político-administrativo de derecho público de carácter 
especial, en el ejercicio de las competencias y funcio-
nes públicas establecidas en la Ley y en su propio re-
glamento, tendrá a su cargo las siguientes competen-
cias:

	✓ Velar por el adecuado ordenamiento territorial, 
uso, manejo y ejercicio de la propiedad colectiva del 
territorio.

	✓ Adoptar sus planes de vida de acuerdo con la Ley 
de Origen, Palabra de Vida, Deber y Derecho Mayor 
y/o Derecho Propio, así como los objetivos de inver-
sión de los recursos que les correspondan para el 
cumplimiento de las competencias asignadas, de 
conformidad con lo decidido por la asamblea comu-
nitaria o su equivalente.

	✓ Dirigir las relaciones del territorio indígena con 
las otras autoridades públicas y/o privadas, para el 
ejercicio de sus funciones y competencias. 

	✓ Establecer las funciones y alcances de la repre-
sentación legal. 

	✓ Dirigir, supervisar, controlar y evaluar el ejercicio 
de las funciones del representante legal. 

	✓ Establecer las reglas que regulen la función públi-
ca al interior del territorio indígena, en el marco la Ley 
de Origen, Palabra de Vida, Deber y Derecho Mayor 
y/o Derecho Propio, la Constitución, las leyes y los 
tratados internacionales ratificados por Colombia. 

	✓ Las demás que le sean asignadas por mandato 
normativo propio.

Así mismo, las competencias de los territorios indíge-
nas se podrán asumir de manera progresiva en concor-
dancia con la manifestación de voluntad del Consejo 
Indígena a través de su representante legal, de acuerdo 
con los criterios de pertinencia cultural y eficiencia ad-
ministrativa. 

Cada territorio indígena podrá asumir competencias 
diferenciales de manera que se materialice la inter-
dependencia y complementariedad, y se impulsen las 
potencialidades presentes en cada territorio con miras 
a disminuir brechas sociales, económicas y culturales.

Normas generales para el funcionamiento de los te-
rritorios indígenas.
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	✓ Autoridades propias: el territorio indígena es-
tará gobernado por un Consejo Indígena confor-
mado y reglamentado según la Ley de Origen, 
Palabra de Vida, Deber y Derecho Mayor y/o De-
recho Propio de sus comunidades.

	✓ Cada vez que haya una designación de uno 
o más miembros de dicho consejo o estructura 
colectiva similar de gobierno propio, los respec-
tivos actos de designación deben allegarse al 
Ministerio del Interior para los fines pertinentes. 
Esta entidad publicará el acto de designación en 
un plazo no mayor a quince (15) días hábiles. 
Este acto por parte del Ministerio del Interior es 
de mera publicidad.

	✓ Representantes legales: El Consejo Indígena 
designará el representante legal del territorio 
indígena, quien ejercerá la representación legal, 
judicial y extrajudicial del mismo, y asumirá las 
responsabilidades a que haya lugar frente a las 
autoridades competentes. El Consejo Indígena 
registrará el nombramiento del representante le-
gal del territorio indígena ante el Ministerio del 
Interior. Esta entidad deberá realizar el registro 
dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 
a la radicación de los documentos, siendo este 
un trámite de mera publicidad. El Ministerio del 
Interior no tendrá injerencia alguna dentro de las 
decisiones del Consejo Indígena.

Competencias sectoriales. 

Así pues, el ejercicio de competencias en materia 
de ordenamiento territorial y los usos del suelo, se 
realizarán por parte del territorio indígena en armo-
nía con lo dispuesto en el marco del Subsistema de 
Ordenamiento Territorial y Solución de Conflictos 
Socioambientales para la Reforma Agraria que for-
ma parte del Sistema Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural y el Sistema de Administración 
del Territorio (SAT). 

En ese sentido, los instrumentos de ordenamiento 
territorial son de acuerdo con su Ley de Origen, Pa-
labra de Vida, Deber y Derecho Mayor y/o Derecho 
Propio, pero en coordinación con los instrumentos 
de ordenamiento y planes estratégicos de otros ni-
veles de gobierno o entidades de derecho público, 
y con las determinantes de ordenamiento territorial 
y su orden de prevalencia.

En el ejercicio de competencias con relación a los 
sistemas propios de los pueblos indígenas, tales 
como el Sistema Educativo Indígena Propio (SEIP) 
y el Sistema Indígena de Salud Propio Intercultural 
(SISPI), entre otros, atenderán la normativa que se 
adopte por parte del territorio indígena con arre-
glo a las normas especiales vigentes. Asimismo, 
en relación con el sector de agua potable y sanea-
miento básico. 

Jurisdicción especial indígena.

Los operadores jurídicos deben reconocer y res-
petar la facultad que tienen las autoridades pro-
pias de los territorios indígenas, dentro de su 
ámbito territorial, para establecer sus propias nor-
mas jurídicas de manera integral, y para ejercer 
de manera preferente la propia jurisdicción. Adi-
cionalmente, el Gobierno Nacional podrá financiar 
los proyectos de inversión y coordinar con las au-
toridades del territorio indígena los mecanismos 
de apoyo para el funcionamiento, capacitación, 
formación, comunicación, visualización, gestión, 
fortalecimiento y seguimiento de la Jurisdicción 
Especial Indígena.

Financiamiento del territorio indígena. 

Las finanzas de los territorios indígenas estarán 
constituidas por la totalidad de los recursos pro-
venientes de fuentes públicas y privadas que estos 
perciban para su funcionamiento, ejercicio de sus 
competencias e implementación de sus planes, 
programas y proyectos, de acuerdo con su plan de 
vida o documento equivalente. De esta manera, el 
funcionamiento se financiará con los recursos de 
la participación en las rentas nacionales a través 
del Sistema General de Participaciones (SGP) co-
rrespondientes a cada sector, al Sistema General 
de Regalías (SGR) y aquellos que se destinen del 
presupuesto nacional en materia de inversión o 
partidas sectoriales, los recursos propios de com-
pensación, de cofinanciación, de cooperación, re-
conocimiento por funciones ambientales y otras 
fuentes de financiación. La asignación especial 
del SGP de los resguardos indígenas, se destina-
rá para financiar los proyectos de inversión, y los 
gastos de funcionamiento que deberán estar in-
cluidos en el presupuesto anual del territorio indí-
gena que se pone en funcionamiento. 
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Además, el territorio indígena elaborará un Pre-
supuesto Anual de Inversión con base en la pro-
yección de recursos identificados, los respectivos 
componentes sectoriales, y gastos operativos de 
inversión, deberá ser aprobado a más tardar el 31 
de diciembre del año inmediatamente anterior, en 
la asamblea general del territorio indígena con las 
reglas establecidas.

Respecto de los recursos del Sistema General de 
Regalías (SGR) asignados a las comunidades indí-
genas asentadas en las demás entidades territo-
riales con las que se vincule, se administrarán y 
ejecutarán de manera directa por las autoridades 
propias del territorio indígena conforme con su 
plan de vida o documento equivalente. Para este 
efecto, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
girará de manera directa a las cuentas bancarias 
de los destinatarios finales. En consecuencia, es 
de señalar que los actos o contratos que expida 
o celebre el territorio indígena, según sea el caso, 
se regirán de acuerdo con los principios de trans-
parencia, eficacia y eficiencia y estarán sometidos 
al control social de la comunidad y a los mecanis-
mos de vigilancia y control especiales que se de-
sarrollen. El Consejo Indígena determinará los me-
canismos idóneos para la ejecución de recursos, 
los cuales deberán coordinarse con el marco legal 
vigente. 

Finalmente, la normativa plantea: 

	✓ Un acompañamiento institucional por parte 
del Ministerio del Interior que coordinará con las 
demás entidades del Gobierno Nacional la asis-
tencia técnica y acompañamiento a las autori-
dades propias de los territorios indígenas para 
el cumplimiento de las funciones y la adminis-
tración de los recursos.

	✓ Respeto por los instrumentos jurídicos expe-
didos y aquellos que los pueblos indígenas deci-
dan implementar de acuerdo con sus necesida-
des y realidades territoriales. 

	✓ Las autoridades propias se coordinarán y ar-
ticularán con otras entidades de derecho públi-
co u otros niveles de gobierno, para efectos de 
asegurar la adecuada ejecución de las compe-
tencias y funciones asignadas.

	✓ Los ajustes normativos y administrativos ne-
cesarios que conduzcan a la efectiva materiali-

zación del presente decreto se construirán de 
manera concertada con la Mesa Permanente 
de Concertación en un plazo no mayor a seis 
(6) meses. Se podrán remitir a trámites y pro-
cedimientos incluidos en las demás normas 
vigentes que versan sobre el funcionamiento 
de los territorios indígenas en cuanto a la inter-
pretación de procedimientos y mecanismos a 
aplicarse, adecuándolas a las particularidades 
culturales y los requerimientos para darle efec-
tividad al sistema de conocimiento propio de 
cada pueblo. 

	✓ Las entidades del Estado realizarán las ade-
cuaciones institucionales para la coordinación 
efectiva con el territorio indígena aplicando el 
principio de celeridad administrativa.
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CAN declara infundado 
recurso de reconsideración 
interpuesto por Colombia 
contra la resolución que 
suspendió medida de 
salvaguardia aplicada a 
importaciones de barras de 
hierro o acero corrugadas.

RESOLUCIÓN 2492 DEL 7 DE MAYO DE 2025. COMU-
NIDAD ANDINA.  (DESCARGA DOCUMENTO).

Mediante la Resolución 2492 del 7 de mayo de 
2025 la Secretaria General de la Comunidad An-
dina (SGCAN) resuelve el Recurso de Reconside-
ración interpuesto por la República de Colombia a 
través del Ministerio de Comercio Industria y Tu-
rismo, contra la resolución 2477 del 26 de febrero 
del 2025 que suspende la medida de salvaguardia 
aplicada a las importaciones de barras de hierro 
o acero corrugadas para refuerzo de concreto ori-
ginarias de los países miembros de la Comunidad 
Andina. 

Por su parte, la Republica de Colombia señala 
como argumentos para la reconsiderar la Resolu-
ción 2477, los siguientes: i) indebida interpretación 
del periodo de investigación, ii) el análisis realizado 
de las importaciones no considera la variable de 
precios, iii) inadecuada comprensión del caso y del 
impacto que las importaciones investigadas, iv) in-
adecuado análisis de causalidad entre los precios 
bajos de las importaciones y la perturbación a la 
producción nacional.

En ese sentido, de acuerdo el trámite procedimen-
tal del recurso de reconsideración establecido en 
la normatividad de la materia, la SGCAN al deter-
minar su procedencia procedió al análisis de los 
fundamentos del recurso, los comentarios de la 
república de Ecuador, Republica de Perú.  Y de 
esta manera,  la Secretaria General de la Comu-

Foto: Freepik.es

nidad Andina reitera las consideraciones y cifras 
expuestas en la Resolución 2477 del 26 de febrero 
del 2025  respecto de: el periodo de investigación, 
la variación cuantitativa y cualitativa de las im-
portaciones, las importaciones provenientes del 
CAN, el análisis sobre perturbación (producción 
-capacidad instalada, efecto de precio de venta, 
efecto empleo, materia prima utilizada, exporta-
ciones de la rama de producción nacional (RPN), 
ventas y utilidades, entre otros), proporcionalidad, 
oportunidad de imposición de la medida y la com-
petencia de la SGCAN para exigir la devolución de 
sumas de dinero.

En consecuencia, a las consideraciones expuestas 
y conforme la Resolución 2477 del 26 de febrero 
del 2025, la SGCAN procede a declarar infundado 
el Recurso de Reconsideración interpuesto por la 
República de Colombia contra la Resolución 2477 
y confirmarla en todos sus extremos. 

https://camacol.co/sites/default/files/descargables/RESOLUCION%20CAN_%20MAYO.pdf
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Se reglamenta el 
procedimiento para el 
registro de incidentes 
y reporte de accidentes 
mayores. 

RESOLUCIÓN 1890 DE 02 DE MAYO DE 2025. MINIS-
TERIO DEL TRABAJO.  (DESCARGA DOCUMENTO).

Mediante la Resolución 1890 de 2025 el Ministerio 
del Trabajo estableció la reglamentación al proce-
dimiento por el cual se registran los incidentes y 
se reportan los accidentes mayores ocurridos en 
instalaciones clasificadas a este Ministerio el cual 
aplicará en todo el territorio Nacional a toda perso-
na pública o privada, natural o jurídica que tenga a 
su cargo una instalación clasificada según el De-
creto 1347 de 2021.

De acuerdo con la Resolución, se adapta la clasifi-
cación de incidentes para su registro y se estable-
cen criterios nacionales para ser clasificados por 
las instalaciones clasificadas así:

•	 Nivel 1: Eventos con LOPC de mayor impor-
tancia, deberán ser registrados por la instala-
ción y de ser accidentes mayores deberán ser 
reportados al Ministerio del Trabajo con base en 
los criterios establecidos en el Artículo 10 de la 
Resolución.
•	 Nivel 2: Eventos con LOPC de menor impor-
tancia, deberán ser registrados por la instala-
ción.
•	 Nivel 3: Eventos menores de LOPC, retos a las 
capas protección o sistemas de seguridad.
•	 Nivel 4: Eventos asociados con disciplina ope-
rativa y el sistema de gestión de seguridad para 
la prevención de accidente mayor (SGSPAM)

Foto: Freepik.es

Condiciones para el registro de incidentes Nivel 
1.

Ahora bien, los incidentes Nivel 1 serán una perdi-
da no planeada o no controlada de sustancias quí-
micas peligrosas, asociadas a accidente mayor 
por igualar o superar las cantidades establecidas 
en la normativa, o que se haya generado en una o 
varias de las siguientes consecuencias directas:

•	 Accidente grave o mortal de por lo menos un 
trabajador, contratista o subcontratista.
•	 La muerte u hospitalización de al menos un 
tercero (no trabajador).
•	 Evacuación o confinamiento de la comuni-
dad.
•	 Incendios o explosiones con daños a la in-
fraestructura exterior.
•	 Incendios o explosiones con daños a la pro-
piedad con un costo directo mayor a 100 Sa-

https://camacol.co/sites/default/files/descargables/Resoluci%C3%B3n%201890%20de%202025%20Registro%20de%20Incidentes%20y%20Reporte%20de%20Accidentes%20Mayores.pdf
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larios Mínimos Legales Mensuales Vigentes 
(SMMLV) para la infraestructura de la instala-
ción.

Todo incidente nivel 1 que cumpla con al menos 
una de las consecuencias establecidas en el Artí-
culo 10 de la Resolución debe ser clasificado como 
accidente mayor y reportado al Ministerio del Tra-
bajo.  

Condiciones para el registro de incidentes Nivel 
2.

Se considera un incidente Nivel 2 una pérdida no 
planeada o no controlada de sustancias quími-
cas peligrosas, asociadas a accidente mayor que 
iguala o supera las cantidades establecidas, o que 
resulten en una o varias de las siguientes conse-
cuencias directas: 

	✓ Lesiones incapacitantes registradas por un 
trabajador, contratista o subcontratista.

	✓ Incendios o explosiones resultantes en cos-
tos directos para la infraestructura de la instala-
ción mayores o iguales a diez (10) Salarios Míni-
mos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV).

Condiciones para el reporte de un accidente ma-
yor.

Todo incidente que este clasificado como acciden-
te mayor por alguna de las siguientes consecuen-
cias: 

1.	 Perjuicios a las personas o a los bienes pro-
ducto de incidente: Una (1) muerte, seis (6) per-
sonas heridas que requieran hospitalización 
durante 24 horas o más, vivienda inutilizable, 
evacuación o confinamiento, entre otras.
2.	 Daños directos al ambiente producto del inci-
dente: daños permanentes a hábitats terrestres, 
dulce o marinos, acuíferos o a aguas subterrá-
neas.
3.	 Daños materiales productos de los inciden-
tes, incluidos en el establecimiento o fuera del 
establecimiento a partir de 6400 (SMLMV). y 
1600 (SMLMV). respectivamente. 
4.	 Daños transfronterizos producto del inciden-
te.

En consecuencia, el responsable de la instalación 
clasificada debe alertar inmediatamente al Siste-
ma Nacional para la Gestión del Riesgo de Desas-
tres (SNGRD) los incidentes que puedan escalar 
técnicamente a un accidente mayor, así como 
aquellos accidentes mayores materializados, e 
informar al Ministerio del Trabajo. Así mismo, el 
responsable de la instalación clasificada debe-
rá calcular las siguientes métricas y reportarlas 
anualmente al Ministerio del Trabajo a través de 
la herramienta tecnológica dispuesta para tal fin, 
durante el mes de enero de cada año:

Por su parte, el Ministerio del Trabajo consolidará, 
con base en la información suministrada por los 
empleadores, estadísticas de accidentes mayores 
categorizadas por actividades económicas, sus-
tancias químicas peligrosas involucradas, locali-
zaciones geográficas particulares, causas raíz, 
tipo y otras categorías, con las que hará segui-
miento al programa de prevención de accidentes 
mayores al nivel local, regional y nacional. El Mi-
nisterio del Trabajo consolidará estas métricas 
anualmente y las pondrá a disposición de la Mesa 
Interinstitucional de apoyo al Programa de Pre-
vención de Accidentes Mayores - MIPPAM quien 
con base en esta información podrá formular re-
comendaciones a ser incorporadas en la herra-
mienta tecnológica del programa y generará lec-
ciones aprendidas.
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La Procuraduría General de 
la Nación reitera vigilancia 
preventiva para garantizar 
participación y legalidad en 
ordenamiento ambiental de 
la Sabana de Bogotá. 

COMUNICADO DE PRENSA DEL 7 MAYO DE 2025. 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN (DES-
CARGA DOCUMENTO).

La Procuraduría General de la Nación mediante co-
municado de prensa del 7 de mayo de 2025 reiteró 
que solicitó suspender el plazo para recibir observa-
ciones al proyecto de resolución que busca estable-
cer los lineamientos para el ordenamiento ambiental 
de la Sabana de Bogotá, hasta tanto se adelanten 
mesas de trabajo efectivas con participación de au-
toridades territoriales, comunidades, sectores pro-
ductivos, organizaciones sociales y el Ministerio Pú-
blico.

Lo anterior, toda vez que la cartera de ambiente no 
contó con la participación de todos los actores rele-
vantes, ni con la articulación institucional ordenada 
en la sentencia del río Bogotá, que creó instancias 
como el Consejo Estratégico de la Cuenca Hidrográ-
fica del Río Bogotá (CECH) para asegurar la coordi-
nación en el ordenamiento ambiental del territorio. 
De esta manera, la delegada para Asuntos Ambien-
tales, Minero Energéticos y Agrarios reiteró que su 
vigilancia preventiva tiene como propósito promover 
el diálogo, el consenso institucional y la participación 
efectiva en la formulación de políticas públicas. 

Foto: Freepik.es

SABÍAS QUE…

https://camacol.co/sites/default/files/descargables/COMUNICADO%20DE%20PRENSA%20PROCURADURIA_MAYO%20_2025.pdf
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Se declara la constitucio-
nalidad parcial de la de-
claratoria de conmoción 
interior expedida por el Go-
bierno Nacional

COMUNICADO DE PRENSA DEL 29 DE ABRIL DE 
2025. CORTE CONSTITUCIONAL  (DESCARGA DO-
CUMENTO).

La Sala Plena de la Corte Constitucional declaró par-
cialmente exequible el Decreto Legislativo 62 del 24 
de enero de 2025, por el cual se decretó el estado 
de conmoción interior en la región del Catatumbo, 
los municipios del área metropolitana de Cúcuta y 
los municipios de Río de Oro y González del departa-
mento del Cesar. 

En ese sentido, de acuerdo con la norma objeto de 
control por parte de la Corte constitucional el Decre-
to debe cumplir los siguientes requisitos materiales: 

	✓ Presupuesto fáctico: Son los hechos con-
cretos, perceptibles y verificables, que consti-
tuyan graves perturbaciones del orden público 
que atenten de manera inminente contra la es-
tabilidad institucional, la seguridad del Estado y 
la convivencia ciudadana

	✓ Presupuesto valorativo: Los hechos o per-
turbaciones del orden público sean objetiva-
mente graves e intensas.

	✓ Presupuesto de necesidad: Los hechos o 
perturbaciones no puedan ser disminuidas me-
diante el uso de los competencias ordinarias y 
por lo tanto, resulta la necesidad de emplear 

Foto: Freepik.es

SABÍAS QUE…

medidas extraordinarias. 

De acuerdo con lo anterior, la Sala plena de la Corte 
Constitucional concluyó declarar exequible parcial-
mente el Decreto 062 de 2025 únicamente por los 
hechos relacionados con: (i) la intensificación de 
los enfrentamientos entre el ELN y los otros Grupos 
Armados Organizados, (ii) los ataques y hostilida-
des contra la población civil (iii) la crisis humanitaria 
derivada de este conflicto que ha desbordado la ca-
pacidad institucional del Estado. Y respecto de las 
consideraciones que sustentan de la declaratoria 
parcial de exequebilidad la Sala se refiere a que los 
siguientes hechos: (i) la presencia histórica del ELN, 
los Grupos Armados 

Organizados Residuales (GAOr) y Grupos Delincuen-
ciales Organizados (GDO), (ii) la concentración de 
cultivos ilícitos, (iii) las deficiencias e incumplimien-
tos en la implementación del Programa Nacional de 
Sustitución de Cultivos Ilícitos (PNIS), (iv) las nece-
sidades básicas insatisfechas de la población por 
insuficiencia en la política social y (v) los daños a la 
infraestructura energética y vial, así como las afec-
taciones a las operaciones del sector de hidrocarbu-
ros. Por lo tanto, los hechos anteriormente mencio-
nados, no cumplen con el presupuesto valorativo de 
la medida en tanto son problemáticas estructurales 
antes a la declaratoria de conmoción interior.

https://camacol.co/sites/default/files/descargables/COMUNICADO%20CORTE%20CONSTITUCIONAL%20Abril%202025.pdf
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Convocatoria para confor-
mar el consejo superior de 
vivienda como represen-
tante de los establecimien-
tos de crédito. 

COMUNICADO DEL 08 DE MAYO DE 2025. MINISTE-
RIO DE VIVIENDA CIUDAD Y TERRITORIO.  (DESCAR-
GA DOCUMENTO).

El Consejo Superior de Vivienda presenta convoca-
toria para el cargo de representante de los Estableci-
mientos de Crédito, de acuerdo con el Articulo 6 de 
la Ley 546 de 1999 y el Decreto 1077 de 2015, con un 
plazo máximo hasta el 28 de mayo de 2025 a las 4:30 
pm para realizar la inscripción únicamente vía correo 
electrónico y anexando los siguientes documentos:

	✓ Carta de inscripción debidamente diligencia-
da y suscrita por el representante legal. (anexa 
a la convocatoria).

	✓ Certificado de existencia y representación le-
gal del Establecimiento de Crédito, expedido por 
la Cámara de Comercio no mayor a treinta (30) 
días calendario.

	✓ Certificado de existencia y representación le-
gal del Establecimiento de Crédito, expedido por 
la Superintendencia Financiera de Colombia no 
mayor a treinta (30) días calendario.

	✓ Fotocopia de la cédula de ciudadanía del re-
presentante legal de la entidad, así como tam-
bién de la persona que se postula, cuando sea 
persona diferente al representante legal.

Foto: Freepik.es

SABÍAS QUE…

Durante la convocatoria se podrá solicitar a los pos-
tulantes información necesaria para complementar 
la documentación y una vez vencido el plazo señala-
do para inscribirse, la secretaria técnica del Consejo 
Superior de Vivienda dentro de los 5 días siguientes 
enviará al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
los documentos de las postulaciones presentadas 
para realizar la respectiva designación. 

Si se cuenta con alguna inquietud, se requiere soli-
citar más información, así como para realizar la ins-
cripción, se deben remitir las dudas y/o documentos 
únicamente al correo electrónico secretariatecni-
cacsv@minvivienda.gov.co.

https://camacol.co/sites/default/files/descargables/25-05-07_convocatoria_establecimientos-de-credito.pdf
mailto:secretariatecnicacsv@minvivienda.gov.co
mailto:secretariatecnicacsv@minvivienda.gov.co


981 Desde el 1 al 7 de mayo de 2025

13

P-F06-PEJ-01 V.15

Condiciones de uso

La Cámara Colombiana de la Construcción procura que los 
datos suministrados en la serie titulada “Informe Jurídico”, 
publicada en su página web y/o divulgada por medios 
electrónicos, mantengan altos estándares de calidad. 
Sin embargo, no sume responsabilidad alguna desde 
el punto de vista legal o de cualquier otra índole, por la 
integridad, veracidad, exactitud, oportunidad, actualización, 
conveniencia, contenido y/o usos que se den a la información 
y a los documentos que aquí se presentan.

La Cámara Colombiana de la Construcción tampoco asume 
responsabilidad alguna por omisiones de información o 
por errores en la misma, en particular por las discrepancias 
que pudieran encontrarse entre la versión electrónica de la 
información publicada y su fuente original.

La Cámara Colombiana de la Construcción no proporciona 
ningún tipo de asesoría. Por tanto, la información publicada no 
puede considerarse como una recomendación para la realización 
de operaciones de construcción, comercio, ahorro, inversión, ni 
para ningún otro efecto.

Los vínculos a otros sitios web se establecen para facilitar 
la navegación y consulta, pero no implican la aprobación ni 
responsabilidad alguna por parte de la Cámara Colombiana 
de la Construcción, sobre la información contenida en ellos. 
En consideración de lo anterior, la Cámara Colombiana de la 
Construcción por ningún concepto será responsable por el 
contenido, forma, desempeño, información, falla o anomalía que 
pueda presentarse, ni por los productos y/o servicios ofrecidos 
en los sitios web con nlos cuales se hayan establecido un enlace.

Se autoriza la reproducción total o parcial de la información 
contenida en esta página web o documento, siempre y cuando 
se mecione la fuente.

Presidente Ejecutivo:

Guillermo Herrera Castaño

Directora Jurídica 

Natalia Robayo Bautista

Coordinación 
de Estudios Jurídicos:

Lizeth Díaz Torres

 Investigadores 
Jurídicos:

Natalia Vanessa García
Estefanía Arroyave

Paula Andrea Quecan

Practicante:
Juan Diego Chávez

Diagramación:
Juliana Puerta Suárez
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